B.72.467 "PILONE NORBERTO ABEL C/ ZUBIAURRE JORGE PEDRO Y OTROS S/ PRETENSION INDEMNIZATORIA.  --CONFL. DE COMPETENCIA ART. 7º INC. 1º LEY 12.008-"
La Plata, 05 de marzo de 2014.

AUTOS Y VISTOS:


1. El doctor Norberto Abel Pilone inició una demanda con fines interruptivos (v. otrosí de fs. 102 vta.) contra Carlos Alberto Erreguerena, Juan Pablo Erreguerena y Jorge Pedro Zubiaurre con el objeto de ser indemnizado por los daños y perjuicios que le habrían ocasionado los codemandados en el ejercicio de los cargos ejecutivos que desempeñaban respectivamente como intendente, asesor legal y director del Hospital Subznonal de la Municipalidad de Balcarce.


Relata que en el año 2003 por decreto N°1.199 accedió por concurso al cargo de jefe del servicio de cirugía general del mencionado hospital. Comenta que poco después sufrió un infarto cardíaco que deterioró sensiblemente su estado de salud, circunstancia que habría sido aprovechada por el codemandado Zubiaurre para que el intendente municipal impulsara un sumario administrativo por presunta falta de servicio, el que fuere ordenado por decreto N°1.060/2004.


Con el dictado del decreto N°1.281/2004 el actor fue puesto en situación de disponibilidad relativa por lapso de 60 días corridos. Seguidamente, el doctor Zubiaurre, en el ejercicio de la dirección del hospital, resolvió hacerse cargo interinamente de la jefatura del servicio de cirugía hasta tanto se resuelva la situación administrativa del ahora accionante (ver resolución interna N°093/04 a fs. 13).


Por decretos N°1.678/2004 y N°1.964/2004 el intendente municipal ordenó sucesivamente prorrogar el estado de disponibilidad relativa del doctor Pilone por treinta días corridos.


Culminado el sumario, por decreto N°2.352/2004 el doctor Pilone fue suspendido por treinta días a partir del 03-I-2005. Contra este decreto interpuso recurso de revocatoria, el que previo dictamen desfavorable por parte de la asesoría legal a cargo del codemandado Juan Pablo Erreguerena fue finalmente desestimado por el intendente municipal a través del decreto N°161/2005.


En el mes de abril de 2005, el director del hospital inició de oficio ante el Instituto de Previsión Social de la Provincia de Buenos Aires los trámites tendientes al otorgamiento del beneficio jubilatorio al actor.


Más tarde, en el mes de noviembre de 2005, le fue concedida la licencia prevista en el artículo 17 de la ley 11.757 hasta el 10-XII-2009 inclusive, por haber sido electo concejal del Partido de Balcarce por el Frente para la Victoria. La misma fue ratificada por decreto N°2.695/2005.


El 6-XII-2005 el actor solicitó al director Zubiaurre que, no obstante la licencia de la que gozaba, se le permitiera continuar ejerciendo como profesional autorizado en el hospital en virtud de lo dispuesto por el artículo 43 de la ordenanza municipal N°276/89 que regula la carrera médico hospitalaria. Esta solicitud fue autorizada por el intendente municipal por vía del decreto N°2.754/2005.


En la carta del 22-III-2006 cursada al director del hospital, el actor comunicó su intención de retomar el cargo de jefe del servicio de cirugía general en atención a la posibilidad que le brindaría el artículo 92 de la L.O.M. y el decreto-ley 8.073/73. Este pedido fue rechazado por resolución interna N°030/06 y luego por los decretos N°889/2006 y N°915/2006.


El 25-IV-2006 se dictó el decreto N°797/2006 que dispuso el cese del actor al cargo y función que ejercía en el Hospital Subzonal de Balcarce. 


El 29-III-2007 se dictó la resolución interna N°052/07 por la que se llamó a concurso cerrado a los fines de cubrir el cargo que ejercía. Esta última fue impugnada por el doctor Pilone con el argumento de que el puesto se encontraba reservado hasta la conclusión de su mandato como concejal.

 
Relata que a pesar de ello, el 6-IX-2007 por resolución interna N°135/07 se llamó a inscripción abierta para cubrir el cargo, resultando ganador el entonces director, doctor Zubiaurre -único postulante-, que más tarde fue designado por decreto N°2.430/2007.   


Luego, en el año 2008, asumió la intendencia el Ing. José Luis Pérez, quien por decreto N°1.909/2008 puso al actor en el cargo de director asociado del hospital y en abril de 2010, decretó la nulidad de los decretos N°797/2006, N°2.430/2007 y la resolución interna N°135/07 que ordenaron su jubilación y el posterior llamado a concurso para cubrir su cargo. Esta decisión fue recurrida por el doctor Zubiaurre, siendo rechazada por decreto N°1.884/2010.


En suma, el doctor Pilone pretende ser indemnizado por los daños y perjuicios que le ocasionó el impulso prematuro de su jubilación, la cual fue decretada de oficio y posteriormente revocada con la asunción de un nuevo intendente. La misma comprende los salarios dejados de percibir, más los intereses y el daño moral que aduce haber sufrido.


2. La causa fue iniciada ante el Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial N°9 del Departamento Judicial de Mar del Plata.


A fs. 104 su titular se declaró incompetente para entender en el asunto, al comprender que por razón de los cargos ejecutivos que tenían los codemandados en la comuna de Balcarce al momento de los hechos relatados, el caso era propio del Fuero Contencioso Administrativo con fundamento en lo establecido por el artículo 166 de la Constitución provincial.


Así, la causa fue recibida por el Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo N°1 del mismo departamento judicial. 


A través del interlocutorio de fs. 106/107 vta., el juez a su cargo declinó la atribución de competencia efectuada por el juez en lo civil y comercial que previno, al sostener que la controversia, de enmarcarse en los términos del artículo 2 inc. 4° de la ley 12.008 -texto según ley 13.101-, se encontraría excluida de su ámbito de conocimiento por hallarse regida eminentemente por normas del derecho privado, siendo además la responsabilidad atribuida a los codemandados de carácter personal, sin perjuicio de haberse desempeñado como funcionarios de una municipalidad.


Frente a esta situación, decidió plantear la contienda negativa de competencia y elevar las actuaciones a esta Suprema Corte, para que la resuelva de conformidad a lo establecido por el artículo 7 inc. 1° de la ley 12.008 –texto según ley 13.101-.


3. Es competencia del Fuero en lo Contencioso Administrativo, entender y resolver en las controversias suscitadas por la actuación o la omisión en el ejercicio de funciones administrativas por parte de los órganos mencionados en el art. 166 de la Constitución provincial y en particular, las que versen sobre la responsabilidad patrimonial, generada por la actividad lícita o ilícita de la Provincia, los Municipios y los entes públicos estatales previstos en el artículo 1º, regidas por el derecho público, cuando actúan en ejercicio de función administrativa, aun si se invocaren o aplicaren por analogía normas del derecho privado (cfr. arts. 166 in fine de la Constitución provincial; 1 incs. 1º y 2º y 2 inc. 4º de la ley 12.008 -texto según ley 13.101-; doctr. causas B. 64.553 "Gaineddu", res. del 23-IV-2003; B. 65.489 "Mazzei", res. del 4-VI-2003; B. 67.408 "Mancuso", res. del 19-V-2004; B. 68.001 "Mozcuzza" y B. 68.005 "Carrizo", sendas res. del 8-IX-2004; B. 68.052 "Echaire", res. del 20-X-2004; B. 68.386 "Sanchez", res. del 1-III-2006).

4. Ahora bien, en el sub lite la pretensión no se dirige a hacer efectiva la responsabilidad del Estado, en cabeza del municipio, sino que, como claramente propone el accionante en su demanda, procura responsabilizar personalmente a quienes ejercieron cargos públicos en la comuna y que con sus actos le habrían ocasionado los perjuicios denunciados. De este modo, se atribuye responsabilidad al señor Carlos Alberto Erreguerena (ex intendente municipal de Balcarce), Juan Pablo Erreguerena (ex asesor legal de la Municipalidad de Balcarce) y Jorge Pedro Zubiaurre (ex director del Hospital Subzonal de Balcarce).


Si bien resulta ser de tipo personal la responsabilidad endilgada, se aprecia que el conflicto que genera el proceso se vincula directamente con los actos realizados a través de los medios de actuación jurídico-administrativos propios de la función pública (v. decretos del departamento ejecutivo N° 1.119/03, 1.060/04, 1.281/04, 1.678/04, 1.762/04, 1.964/04, 2.352/04, 161/05, 2.965/05, 2.754/05, 797/06, 889/06, 915/06, 2.430/07; los dictámenes de la asesoría legal de la Municipalidad de Balcarce de fecha 05-X-2004, 06-I-2005 y las resoluciones internas del Hospital Subzonal de Balcarce N°093/04, 006/05, 164/05, 30/06, 135/07). Esta circunstancia permite afirmar -aun con la provisionalidad que es inherente a esta etapa del proceso- que la determinación de las imputaciones contenidas en la demanda exigirá el análisis de normas de derecho público local cuyo conocimiento se encuentra, en principio, atribuido a los jueces especializados en la materia, sin perjuicio del encuadramiento de la pretensión en los artículos 1.112 del Código Civil y 241 y 242 de la Ley Orgánica de las Municipalidades.


En este sentido, no es ocioso recordar que los órganos estatales se manifiestan jurídicamente por medio de los individuos que los componen (doctr. C.S.J.N. Fallos 306:2030), y por ende, la determinación del límite entre la falta de servicio y la falta personal, atribuible al funcionario, es materia propia del derecho administrativo. Siguiendo esta línea, es razonable que las consecuencias patrimoniales de los actos realizados con ocasión del desempeño de la función, aun cuando puedan encuadrarse en la última de las categorías indicadas, se consideren englobadas en la atribución de competencias que deriva de los arts. 1 inc. 2° y 2 inc. 4° de la ley 12.008 -texto según ley 13.101- y ajenos a la regla de exclusión enunciada en el artículo 4 inc. 1° de dicho ordenamiento.


5. En consecuencia, se resuelve que el caso resulta propio de la competencia del Fuero Contencioso Administrativo, en particular, del titular del Juzgado de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo N°1 del Departamento Judicial de Mar del Plata, a quien por Secretaría y mediante oficio se le devolverá el expediente con copia de la presente a los fines de la prosecución de su trámite (art. 7 inc. 1° de la ley 12.008 -texto según ley 13.101-).


A la vez, comuníquese mediante oficio lo aquí resuelto al titular del Juzgado de Primera Instancia en lo Civil y Comercial N°9 del mismo departamento judicial, para que tome conocimiento de lo aquí resuelto.


Regístrese.
Héctor Negri 
 Daniel Fernando Soria 


 Juan Carlos Hitters    

  Luis Esteban Genoud   


     Hilda Kogan 
Eduardo Julio Pettigiani        Eduardo Néstor de Lázzari    

Juan José Martiarena




           Secretario

Fdo.: So-Ko-Pe-dLa

Reg. Nº 29


